ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Modifica sentencia. Condena 

DAÑO POR DESTRUCCIÓN DE BIEN INMUEBLE EN ATAQUE GUERRILLERO / PERDIDA DE BIENES EN MARCO DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO / Hecho probado / ATAQUE A ESTACIÓN DE POLICÍA / DAÑO ESPECIAL / INSUFICIENCIA PROBATORIA DEL LUCRO CESANTE / INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA DE LA PRUEBA - Carga probatoria del interesado

SÍNTESIS DEL CASO: [E]l 21 de marzo de 1994, aproximadamente a las 5 de la tarde un grupo subversivo atacó el municipio de Angostura, quedando destruidos el comando de la policía, la entidad bancaria Caja Agraria y la vivienda de propiedad de demandantes, entre otros inmuebles 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DESTRUCCIÓN DE BIENES INMUEBLES - Existente / ATAQUE GUERRILLERO A ESTACIÓN DE POLICÍA / DAÑO ESPECIAL - Configurado / APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y SOLIDARIDAD

[E]l daño que se configuró en el presente caso, tiene la característica de ser anormal y excepcional, y los demandantes no tenían la obligación de soportarlo, en cuanto se les impuso una carga desigual.  En estos eventos el título de imputación aplicable es el daño especial, cuyo fundamento se encuentra en la equidad y en la solidaridad. Este régimen de imputación pone acento en la lesión entendida en su sentido técnico jurídico, sufrida por la víctima, la cual debe ser preservada frente al perjuicio no buscado, no querido, ni tampoco merecido. Esta teoría, con fuerte basamento en la equidad, la igualdad y la solidaridad, se enmarca dentro de los factores objetivos con los que se ha enriquecido el catálogo de títulos de imputación al Estado (…) se configuró un daño antijurídico que los demandantes no tenían la obligación de soportar, pues se les impuso una carga desigual respecto de la que asumen comúnmente los ciudadanos que se encuentran en su situación, por lo tanto, se deben resarcir los perjuicios de allí derivados, con fundamento en el título de imputación de daño especial y en aplicación de los principios de igualdad y solidaridad 

RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE DAÑO EMERGENTE - Actualización de renta / VALOR PROBATORIO DEL RECIBO DE PAGO PARA LA TASACIÓN DE PERJUICIOS - Reiteración de jurisprudencia / INSUFICIENCIA PROBATORIA DEL LUCRO CESANTE

[C]omo quiera que el demandante (…) no probó la condición de propietario del inmueble que se vio afectado con el ataque guerrillero, como era su deber al ser norma de conducta en los términos del artículo 177 del C.P.C., y regla de juicio para el juez, pues le indica a las partes como debían actuar so pena de sufrir las consecuencias de no hacerlo; se revocará la sentencia de primera instancia, respecto de los perjuicios derivados de este evento (…) si bien es cierto que en la certificación expedida por la Administración Judicial de Antioquia se indicó que el señor (…) estuvo incapacitado desde el 22 de marzo de 1994, o sea, a partir del día siguiente del ataque guerrillero, esto no es suficiente para deducir que sus lesiones son producto de este evento, pues no se demostró cómo se causaron ni las circunstancias que rodearon esos hechos. Así las cosas, se revocará la condena impuesta por el Tribunal de primera instancia, respecto de los perjuicios morales concedidos a los demandantes por este aspecto, así como la indemnización concedida al señor (…) por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante (…) De los documentos allegados se tiene que la parte actora demostró que canceló unos cánones de arrendamiento a partir del mes de junio hasta septiembre de 1994, y de los testimonios transcritos se puede establecer que la familia Parra Henao se vio en la obligación de arrendar una vivienda luego de la toma guerrillera, así las cosas, se confirmará la sentencia de primera instancia en este aspecto y la Sala se limitará a actualizar la suma concedida (…) el total de la indemnización por perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente actualizado a la fecha, es de $398.806.oo. Esta suma será concedida al señor (…) quien canceló los cánones de arrendamiento conforme lo señalan los recibos de pago (…) sólo se concederán perjuicios morales a la señora Henao de Parra y se revocará lo concedido por este aspecto a los demás (…) Como corolario de lo anterior, se concederá, por concepto de perjuicios morales, a la señora (…) la suma de 50 smlmv 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 115 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 177 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 176 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 177 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO

Bogotá D.C., quince (15) de febrero de dos mil doce (2012).

Radicación número: 05001-23-25-000-1995-00222-01(21471) 
Actor:
 CELIA HENAO DE PARRA Y OTROS 
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA NACIONAL 
Y MUNICIPIO DE ANGOSTURA 
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (SENTENCIA) 
Se decide el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada, contra la sentencia del 31 de mayo de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de Descongestión, Sala Quinta de Decisión, en la que se resolvió lo siguiente:

“PRIMERO. DECLÁRASE PROBADA LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA con relación al MUNICIPIO DE ANGOSTURA (Ant.), de conformidad a lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

“SEGUNDO: Declárese a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL) administrativamente responsable de los perjuicios causados a los demandantes, con ocasión del ataque guerrillero perpetrado en el Municipio de Angostura el 21 de marzo de 1994. 

“TERCERO. Como consecuencia de la anterior declaración, condénase a la NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL), a pagar los actores (sic) los siguientes conceptos:

“PERJUICIOS MORALES

“Para CELIA HENAO MORA Vda. de PARRA (víctima), la suma equivalente, en moneda nacional, a setecientos (700) gramos oro; 

“Para RODRIGO ANTONIO PARRA HENAO (víctima), la suma equivalente, en moneda nacional a mil (1.000) gramos oro; 

“Para RAMIRO ALBERTO PARRA HENAO (víctima), la suma equivalente, en moneda nacional a doscientos (200) gramos oro; 

“Para AURELIO DE JESÚS PARRA HENAO (víctima), la suma equivalente, en moneda nacional a doscientos (200) gramos oro;

“Para SANDRA MILENA PARRA VILLA (víctima), la suma equivalente, en moneda nacional a doscientos (200) gramos oro;

“Para LEIDY YULIANA PARRA VILLA (víctima), la suma equivalente, en moneda nacional a doscientos (200) gramos oro;

“El valor del gramo oro se establecerá de acuerdo con certificación del Banco de la República al momento de la ejecutoria de la sentencia. 

“PERJUICIOS MATERIALES

“Para el señor RAMIRO ALBERTO PARRA HENAO  propietario del inmueble, la suma de $1’346.365 que deberán reconocerse por concepto de DAÑO EMERGENTE. 

“Para el señor AURELIO PARRA HENAO la suma de $242.917  por concepto de DAÑO EMERGENTE. 

“Para el señor RODRIGO ANTONIO PARRA HENAO la suma de  $212’602.775  por concepto de LUCRO CESANTE FUTURO.

“CUARTO. NIÉGANSE LAS DEMÁS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 

“QUINTO. La NACIÓN (MINISTERIO DE DEFENSA POLICÍA NACIONAL), dará cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo. 

“SEXTO. Sin costas” (Negrilla y mayúsculas en original) (Fol. 251 a 253 cuad. ppal.) 

I. ANTECEDENTES

1. En escrito presentado el 15 de febrero de 1995, los señores Celia Henao vda. de Parra, Ramiro Alberto, Rodrigo Antonio y Aurelio Parra Henao, este último actuando en su nombre y en representación de los menores: Leydy Yuliana y Sandra Milena Parra Henao, mediante apoderado judicial, solicitaron que se declarara patrimonialmente responsables a la Nación-Ministerio de Defensa, Policía Nacional- y al Municipio de Angostura, por los daños morales y materiales causados en el ataque guerrillero ocurrido el 21 de marzo de 1994 en la mencionada localidad. 

En consecuencia, solicitaron que se condenara a las demandadas a pagar, por concepto de perjuicios morales y materiales, lo siguiente:

“1-Ramiro Alberto Parra Henao

“A) Indemnización causada: 

“1-Perjuicios materiales

“1.1. Daño emergente: 

“a) V/r. (sic) de los daños causados a la edificación como consecuencia del fuego cruzado según estimación pericial $25.000.000

“b) V/r. (sic) de los arrendamientos pagados a Alicia Zamudio y Juvenal Ayala, hasta la fecha $350.000

“c) V/r. (sic) pago de honorarios a los peritos ava (sic) $150.000

“Subtotal……………………………………………………………$25.500.000

“2- Lucro cesante

“Como el inmueble afectado está desocupado desde el día 22.3.94, se calcula v/r (sic) aproximado de su renta, durante 46 meses (cálculo duración litigio) $3.000.000

“3-Perjuicios morales subjetivos 

“En mil gramos de oro $9.800.000

“Total indemnización solicitada para RPH (sic) $38.300.000

“II-Para la señora Celia Henao vda. de Parra

“Perjuicios morales subjetivos

“En mil gramos de oro $9.800.000

“III- Para Aurelio de Jesús Parra Henao y sus hijas menores Leydy y Sandra Milena Parra Henao

“Perjuicios morales subjetivos

“Dos mil gramos de oro $19.600.000

“IV. Para Rodrigo Antonio Parra Henao

“A) Indemnización causada

“1-Perjuicios materiales

“Diferencia entre el sueldo devengado de $499.125 y lo que ha recibido hasta el momento de la demanda por incapacidad $2.000.000

¡1.1. Pagado al H. Comercial de Medellín, alojamiento, 15 días, para tratamiento en la Caja Nacional Previsión (Confenalco) $150.000

“B) Indemnización futura

“Diferencia entre la pensión de vejez a la q (sic) tendría derecho una vez cumpla 60 años -tiene 53- y la de invalidez (85% la 1ª. Y 75% la 2ª.) hasta los 69 años (esperanza de vida) =180 meses $20.338.640

“2- Perjuicios morales subjetivos

“Mil gramos de oro $9.800.000

“Sub-total indemnización pedida para Rpd (sic) $32.288.640…” (Fol. 147 y 148 cuad. 1).

Como fundamento de sus pretensiones, narraron que en la fecha y lugar citados, un grupo guerrillero atacó el comando de policía, el Banco Caja Agraria y la plaza principal del municipio de Angostura. Previo al ataque, los miembros del grupo subversivo habían enviado pasquines y marcaron los muros de varias edificaciones del lugar, entre esos, la propiedad de los demandantes. 

El día de los hechos, algunos de los guerrilleros ingresaron al municipio por los patios traseros de las viviendas que habían sido marcadas con anterioridad, causando daños en su estructura y atemorizando a las personas que se encontraban dentro, tanto así que, uno de los demandantes, el señor Rodrigo Parra Henao sufrió una grave caída que le ocasionó un trauma cerebral, pues para protegerse del fuego cruzado durante el ataque, se escondió en el cielorraso de la residencia.

La fachada del inmueble de propiedad de los demandantes fue objeto de numerosos impactos de bala, daños en sus puertas, ventanas y muros, lo que les impidió habitarla, así que se vieron en la necesidad de arrendar una vivienda durante varios meses. 

Finalmente, señalaron que el impacto sicológico en la familia debido al ataque guerrillero les produce crisis nerviosas con frecuencia y ha deteriorado su salud física y mental. 

2. La demanda se admitió el 28 de febrero de 1995, y fue notificada en debida forma a los demandados y al Ministerio Público.

3. La Policía Nacional señaló que en el presente caso se configuraba la eximente de responsabilidad del hecho de un tercero, como quiera que fueron delincuentes los que atacaron el pueblo sin que el actuar de la administración estuviera involucrado en los hechos.  

El Municipio de Angostura se opuso a las pretensiones de la demanda, en atención a que no era el titular de la conservación y restablecimiento del orden público en su territorio. 

4. En proveído del 13 de junio de 1995 se decretaron las pruebas y el 5 de febrero de 2001 el a quo celebró audiencia de conciliación, la cual fracasó por no existir ánimo conciliatorio entre las partes. A continuación, en auto del 2 de marzo de este último año, el Tribunal les corrió traslado, como también al Ministerio Público, para alegar de fondo y rendir concepto, en su orden.

La parte actora insistió en que el acervo probatorio demostró que los daños causados a los demandantes se debieron al fuego cruzado entre la guerrilla y los agentes de policía, por lo tanto, las entidades demandadas tenían la obligación de repararlos. 

La Policía Nacional reiteró que el daño alegado en la demanda fue producto de las acciones delictivas de grupos al margen de la ley, de allí que, no era responsable pues se configuraba la causal eximente del hecho de un tercero. 

El Ministerio Público guardó silencio.

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.

El Tribunal en sentencia del 31 de mayo de 2001, condenó a la entidad demandada con fundamento en el título de imputación de daño especial, como quiera que se demostró que el 21 de marzo de 1994, aproximadamente a las 5 de la tarde un grupo subversivo atacó el municipio de Angostura, quedando destruidos el comando de la policía, la entidad bancaria Caja Agraria y la vivienda de propiedad de demandantes, entre otros inmuebles. Asimismo, señaló que se acreditaron las lesiones padecidas por uno de los demandantes, Rodrigo Antonio Parra Henao, cuando se encontraba en su residencia al momento de los hechos. 

En relación con la responsabilidad del municipio de Angostura en los hechos, el a quo consideró que se presentaba una falta de legitimación en la causa por pasiva, en atención a que al ente municipal no le correspondía el mantenimiento del orden público en la población, dado que esa función era exclusiva de la Policía Nacional. 

Respecto a los perjuicios solicitados, el Tribunal concedió morales a cada uno de los demandantes, por el daño  causado con motivo del ataque guerrillero así como por las lesiones padecidas por el señor Parra Henao durante esos hechos. En cuanto a los materiales, concedió daño emergente al propietario del inmueble, Ramiro Alberto Parra Henao, por los daños causados a su vivienda durante el ataque guerrillero. Igualmente, condenó al pago de los cánones de arrendamiento cancelados en los meses de junio a octubre de 1994, debido a la imposiblidad de habitar la vivienda. Finalmente, concedió lucro cesante al señor Parra Henao, en atención a que se demostró que ejercía una actividad laboral y que su incapacidad fue del 96%. 

III. TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA.

La demandada interpuso y sustentó recurso de apelación contra la anterior providencia. Indicó que no se le podía endilgar responsabilidad alguna, en razón, a que de las pruebas recaudadas se demostró que el ataque guerrillero fue indiscriminado y tenía como objeto crear pánico y desconcierto en la población. Por lo tanto, esas características no permitían que se configurara la responsabilidad con el título de imputación de daño especial. Para terminar indicó que la indemnización por lucro cesante que se le concedió al señor Parra Henao,  debía ser disminuida conforme lo solicitado en la demanda -$20'338.640-, ya que al condenar por una suma mayor se estaría fallando extra petita. 

La impugnación se concedió el 23 de julio de 2001 y se admitió el 1 de noviembre siguiente. 

Durante el traslado común para presentar alegatos de conclusión, las partes guardaron silencio.   

IV. CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la demandada, contra la sentencia del 31 de mayo de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de Descongestión, Sala Quinta de Decisión. 

1. Previo a decidir, debe precisarse que el recurso de alzada contra la sentencia lo interpuso la demandada, de allí que, la Sala resolverá a partir de lo preceptuado en el artículo 357 del C.P.C.
, es decir, abordará el estudio sin hacer más gravosa la situación del apelante único, respetando así el principio de la non reformatio in pejus. 

2. En relación con las fotografías que la parte actora allegó con la demanda, se debe insistir en que no se hará valoración alguna respecto a las mismas, pues carecen de mérito probatorio, toda vez que sólo dan cuenta del registro de varias imágenes, sobre las cuales no es posible determinar su origen, ni el lugar, ni la época en que fueron tomadas, y al carecer de reconocimiento o ratificación no pueden ser cotejadas con otros medios de prueba allegados al proceso. 

3. Con fundamento en las pruebas que obran en el proceso, se encuentran demostrados los siguientes hechos: 

El 21 de marzo de 1994, aproximadamente a las 5 de la tarde, el municipio de Angostura fue atacado por un grupo guerrillero, causando graves daños a la estación de policía, la alcaldía municipal, la entidad bancaria Caja Agraria. Al respecto, mediante oficio de la Sección de Inteligencia Policial del Departamento de Policía de Antioquia, se indicó:

“El día 210394, a las 17:10 horas, por un grupo de 100 hombres aproximadamente, pertenecientes al XXXVI frente de las Fuerzas Revolucionarias Comunistas, fue tomado por asalto el municipio de Angostura, destruyendo las instalaciones del Comando de Policía, la Caja Agraria y la Alcaldía Municipal. Al reaccionar el personal uniformado a fin de defender la población, en el intercambio de disparos fue muerto el DG. OSORIO SANDOVAL RODOLFO, presenta un impacto en el antebrazo izquierdo, con penetración intercostal, igualmente resultaron lesionados los agentes GARCÍA ARISTIZABAL LIBARDO, presenta una lesión en la rodilla izquierda y esquirla de granada en la espalda y MUÑOZ CORREA LUIS ALFREDO,  presenta lesiones y laceraciones producidas con esquirlas de granada, en diferentes partes del cuerpo. Los agentes lograron dar de baja a dos de los insurgentes sin identificar, así mismo causar lesiones a cuatro mas...” (Mayúsculas en original) (Fol. 185 y 186 cuad. 1). 

En relación a las circunstancias que rodearon los hechos, obran varios testimonios, entre ellos, el del señor Javier de Jesús Vásquez Ramírez, quien afirmó: 

“Exactamente el 21 de marzo de 1994, entre las cuatro y media y cinco de la tarde se tomó la barrilla (sic) de la población...inicialmente se escucharon unas ráfagas y luego unas explosiones, por lo que se dedujo que era la guerrilla la que había entrado a Angostura; esta situación se prolongó por varias horas, más o menos ocho o nueve de la noche prolongándose hasta la madrugada del otro día, pero no con la misma intensidad, sino con disparos muy esporádicos...

“En las casas que habían al frente del Comando hubo algunos daños, entre ellas la casa de la señora CELIA HENAO. No me constan los daños internos porque nunca he entrado a esas casas, pero sí en la parte exterior, donde se notaron daños notables a causa de las balas y demás artefactos utilizados por la guerrilla. Otro daño muy notorio fue la destrucción del Comando de Policía y las dependencias de la Caja Agraria que quedaron prácticamente lo que fue mobiliario y enseres totalmente destruidos. PREGUNTADO: Dígale al Despacho, lo que sepa en relación con el número de efectivos policiales que enfrentaba el grupo guerrillero que atacó la población? CONTESTO: Exactamente no se cuantos enfrentarían en la calle, lo que se es que tres (3) de ellos se encontraba en mi casa, tomando un descanso, ya que yo en mi casa poseía una piscina y era frecuentada por la comunidad de Angostura, por ser la única que existía allí en el municipio. Los policías eran: el comandante del puesto de policía y dos agentes más, se encontraban de civil y uno de ellos con su familiar...

“Angostura en los últimos años siempre ha vivido con la zozobra de que iba a ser tomada por la guerrilla, o sea que la gente vivía preparada para eso, y mucho mas, en los últimos días, semanas antes de este ataque guerrillero, los mismos subversivos llenaron varias calles del pueblo con letreros alusivos a su movimiento, o sea que Angostura sí estaba psicológicamente amenazada de una toma guerrillera...” (Mayúsculas en original) (Fol. 174 a 176 cuad. 1)

Asimismo, el señor Francisco Javier Aristizábal Gómez, señaló: 

“PREGUNTADO: Díganos todo lo que usted sepa y le conste con relación a un ataque guerrillero que sucedió en el Municipio de Angostura, durante el mes de marzo de 1994? CONTESTO: Eso fue a las cinco de la tarde aproximadamente eso fue en la fecha descrita, no la tengo bien presente, yo me encontraba en la calle del cementerio cuando sonaron las primeras explosiones al frente del comando por curiosidad subí hacia la Plaza a mirar la toma del comando y se encontraban en estado de indefensión, puesto que allí no habían mas que cuatro (4) agentes y de los cuatro el centinela había perdido la vida en el acto de iniciación de la toma, y la destrucción del Palacio Municipal, especialmente lo que fue la oficina de la Caja Agraria, donde se detonó gran cantidad de dinamita para abrir la caja o cajas fuertes que allí se encontraban. Dicho ataque se extendió desde las cinco aproximadamente hasta las doce de la noche, cuando fue colocada una bomba, armada con dinamita, de gran poder, que levantó los restos del comando y después de este hecho emprendieron la retirada para luego regresar aproximadamente quince (15) minutos mas tarde a recoger el armamento que había sido descubierto por algunos en el comando, luego se retiraron nuevamente, saliendo por la calle del cementerio, aproximadamente un total de cuarenta  hombres alcancé yo a contar, con el armamento que habían tomado y los heridos que tenían en el hospital... 

“PREGUNTADO: Qué sabe usted del número de agentes destacados en ese comando con anterioridad a la toma guerrillera? CONTESTO: Doce (12) agentes de policía PREGUNTADO: Por qué sabe este hecho? CONTESTO: Por mi permanencia continua en la municipalidad y por amistad que llegué a tener con algunos de dichos agentes, de los cuales no recuerdo los nombres...

“El Municipio se encontraba amenazado desde hacía muchos días antes de dicha toma, por varias circunstancias que lo daban así a entender, como fue el hecho de pintar paredes y muros con consignas alusivas a los movimientos guerrilleros que operan en la zona y por el hecho de que se habían cometido atentados contra funcionarios de la fuerza pública...

“En el comando se encontraban cuatro (4), cuatro recibían turno a la hora que se produjo la toma y no alcanzaron a ingresar por dicho suceso, había uno incapacitado y dos agnetes (sic) más junto con el cabo, se encontraban en descanso o franquicia, se encontraban en la finca de don JAVIER, no se el apellido, en las afueras del pueblo disfrutando de dicho descanso...

“El Alcalde no se encontraba en el municipio ni inspector de policía tampoco estaba en el casco urbano, solamente como autoridades estaban los cuatro agentes que se encontraban en el comando...

“Los refuerzos llegaron aproximadamente entre dos y media y tres de la mañana, cuando ya la guerrilla se había retirado ya que desde muy temprano se había llamado a la Brigada y a varias personas a Medellín para que llamaran a la Brigada para que despacharan personal militar hacia la zona, dándose el hecho de que la Base de Tarazá se encuentra a corta distancia por helicóptero y en la hora en que ocurrieron los hechos permitía la posibilidad de desplazamiento hacia la zona de refuerzos PREGUNTADO: Qué sabe usted de los daños que se causaron a la residencia de doña CELIA HEANO VDA. DE PARRA y su familia? CONTESTO: La destrucción en gran parte de la fachada e interiores de la vivienda dejándola inhabitable ya que ésta recibió gran cantidad de impactos y por el hecho de que las puertas habían sido derribadas por los guerrilleros en el momento de entrar a la vivienda, la cual queda al frente del comando PREGUNTADO: Diga si conoce y quienes componen la familia de doña CELIA HENAO DE PARRA y concretamente los que se encontraban en dicho inmueble al momento del ataque? CONTESTO: Tengo constancia de que en ese momento se encontraba en la vivienda, doña CELIA mas no las otras personas que habitaban con ella, como son RODRIGO, AURELIO y las hijas de ésta...

“RODRIGO PARRA se encontraba en la casa de su suegra y ante el pánico que le produjeron las detonaciones, se subió a un cielo raso del cual cayó, produciéndose lesiones craneales. Se desempeñaba como Secretario del Juzgado de Angostura...

“PREGUNTADO: Cuánto tiempo resistieron los Agentes de Policía el ataque? CONTESTO: Resistieron entre tres y cuatro horas porque luego se creía que ellos continuaban en el comando más no había una respuesta a las detonaciones que hacía la guerrilla de sus armas y se creía que habían abandonado el comando. Yo después de que se inició el ataque me desplacé hacia la Plaza, ya que prácticamente el enfrentamiento se daba exclusivamente a tomarse el comando donde había una resistencia digamos que HEROICA, eso fue lo que hicieron esos tipos ahí tipos ahí, defenderse con heroísmo, tres agentes que se encontraban en dicho comando...” (Mayúsculas en original) (Fol. 177 a 180 cuad. 1)  

Igualmente, la señora María Margalid Soto Misas, expuso: 

“PREGUNTADO: Sírvase decir si el día 21 de marzo de 1994 a las cinco de la tarde un grupo guerrillero atacó el edificio donde se encuentra o encontraba localizada la Caja Agraria Palacio Municipal en la plaza principal del municipio de Angostura Antioquia? CONTESTO: Si...

“PREGUNTADO: Diga si sabe si la familia Parra Henao tienen y tenían para la fecha de los hechos una casa de habitación ubicada en la carrera bolívar o calle larga de esta localidad? CONTESTO: Sí la tenían y sí la tienen PREGUNTADO: Sírvase decirnos si sabe cuales miembros de la familia Parra Henao se encontraban en ese momento del ataque en su casa de habitación ubicada al frente del comando de policía de Angostura CONTESTO: Se encontraba la mamá de nombre doña Celia Henao y Aurelio un hijo de ella y el otro hijo de ella de nombre Rodrigo Parra se encontraba en mi casa PREGUNTADO: Por cuantas personas aproximadamente estaba conformado el grupo de atacantes y si entre ellos habían algunos uniformados? CONTESTO: Todos dicen que doscientos (200) hombres y estaban uniformados PREGUNTADO: Sírvase decir porque (sic) calles o zonas de la población de Angostura ingresaron los atacantes a la población y si, entre otros, ingresaron por los solares de las casas de la familia Parra Henao y otras? CONTESTO: Primero llegaron en carro por la carretera y otros por el solar de los Parras (sic) Henao PREGUNTADO: Desde que horas y hasta que horas duró el ataque de la guerrilla al Comando de la Policía en la fecha mencionada? CONTESTO: De cinco de la tarde a una de la mañana (5 PM a 1 AM)...

“PREGUNTADO: Sírvase decir si los atacantes que ingresaron por la casa del señor Ramiro Alberto Parra Henao causaron daños en el tejado de dicha casa? CONTESTO: En el tejado si...

“PREGUNTADO: Sírvase decirnos si el día de los hechos aquí mencionados el señor Rodrigo Parra Henao, sufrió un accidente y en caso cierto en que consistió y que accidente? CONTESTO: Sí tuvo un accidente y fue que se cayó de un techo del de mi casa y cayó al piso y se hizo un cuajulo (sic) de sangre en la cabeza y lo tuvieron que operar...

“PREGUNTADO: Sírvase decir si le consta que la familia Parra Henao tuvo que desocupar su vivienda al frente del comando de la Policía de Angostura y pasó a ocupar otra en calidad de arrendatarios, como la casa de la señora Alicia Samudio y luego otra la del señor Julio Ayala? CONTESTO: Sí ellos tuvieron que desocupar y han vivido como arrendatarios, primero en la casa de Alicia y después donde el señor Julio Ayala...” (Mayúsculas en original) (Fol. 212 a 213 vto. cuad. 1) 

De lo transcrito se tiene que el 21 de marzo de 1994 en el municipio de Angostura, Antioquia, se presentó un ataque guerrillero que afectó el comando de policía, la alcaldía, una entidad bancaria y varias viviendas, entre ellas, la que al parecer, es de propiedad de los demandantes. 

Así las cosas, el daño que se configuró en el presente caso, tiene la característica de ser anormal y excepcional, y los demandantes no tenían la obligación de soportarlo, en cuanto se les impuso una carga desigual.

En estos eventos el título de imputación aplicable es el daño especial, cuyo fundamento se encuentra en la equidad y en la solidaridad. Este régimen de imputación pone acento en la lesión entendida en su sentido técnico jurídico, sufrida por la víctima, la cual debe ser preservada frente al perjuicio no buscado, no querido, ni tampoco merecido
. Esta teoría, con fuerte basamento en la equidad, la igualdad y la solidaridad, se enmarca dentro de los factores objetivos con los que se ha enriquecido el catálogo de títulos de imputación al Estado
.

La Sección Tercera de esta Corporación, ha aplicado este título de imputación, en los siguientes términos: 

“…el daño especial ha sido el sustento para declarar la responsabilidad del Estado en eventos de escasa ocurrencia que van desde el ya conocido cierre del diario el Siglo
, la liquidación de un banco, la retención de un vehículo que transportaba sulfato de potasio por creer que era un insumo para la fabricación de estupefacientes
 o el daño a una aeronave que había sido secuestrada por miembros de un grupo guerrillero
; hasta eventos muy similares al que ahora ocupa a la Sala, verbigracia, enfrentamientos entre el ejército y la guerrilla en un área urbana de la ciudad de Cali
, el ataque bélico de un grupo guerrillero contra el cuartel de la policía de la población de Herrera, departamento del Tolima
, o la muerte de un joven en un enfrentamiento entre guerrilla y ejército, sin claridad acerca de la autoría de la muerte
.

“El daño especial ha sido entendido como un título de imputación de aplicación excepcional, que parte de la imposibilidad de resarcir un daño claramente antijurídico con fundamento en un régimen subjetivo de responsabilidad. En este sentido, resulta valiosa la referencia que nos aporta la jurisprudencia de esta corporación al decir:

“Esta teoría se aplica de manera excepcional y por equidad, precisamente porque es subsidiaria, de modo que ha de recurrirse a ella tan sólo en eventos en los que el caso concreto examinado no logre su encasillamiento dentro de los otros regímenes de responsabilidad y se aprecie por el sentenciador que esa ausencia de tipicidad, si así puede decirse, comporta vulneración injustificada del principio de equidad.”

“Aunque la situación a partir de la Constitución de 1991 ha cambiado radicalmente, el aparte trascrito resulta especialmente esclarecedor de los elementos que soportan la teoría del daño especial, ya que el mismo resalta claramente el papel que dentro del razonamiento jurídico realizado por el juez juega el principio de equidad. Es éste, y no otro elemento, el que conduce al juez a la convicción de que el daño que se causó es por esencia antijurídico; y que, por consiguiente, si no se encuentra fundamento a la reparación del mismo en la falla del servicio, debe buscarse en otro de los posibles regímenes de responsabilidad estatal.

“Lo dicho no debe entenderse como un reducto de arbitrariedad del juez, fruto exclusivo de su personal idea de justicia. Por el contrario, este tipo de razonamiento es el que se exige de todos y cada uno de los operadores jurídicos, quienes al momento de aplicar la ley deben permear su interpretación con los principios constitucionales vigentes dentro del sistema jurídico
, sobre todo a partir de la entrada en rigor de la nueva Constitución, norma que incorpora los valores y principios como un elemento axial dentro de su estructura, algo que debe reflejarse en la concepción del derecho que tengan los operadores jurídicos que funcionan dentro del sistema.

“Lo expresado anteriormente se encuentra en sintonía con el entendimiento que ha presentado la Corte Constitucional, que al respecto consagró 

“la equidad –al  hacer parte de ese momento de aplicación de la ley al caso concreto- permite una graduación atemperada en la distribución de cargas y beneficios a las partes.  En este sentido, el operador, al decidir, tiene en cuenta no las prescripciones legales, sino los efectos concretos de su decisión entre las partes.”
 (Subrayado dentro del texto de la sentencia)

“Esta es, precisamente, la esencia del daño especial, la injusticia material que se derivaría de seguir otro parámetro de responsabilidad estatal en un caso concreto, situación que impone sobre los hombros del juez el deber de excepcionar la aplicación del régimen general con el objeto de dejar actuar la justicia material que de sentido al Estado Social de Derecho.

“Esta aproximación sirve para reforzar la idea de que la equidad en ningún momento debe entenderse como consecuencia del arbitrio judicial; por el contrario, se trata de el uso de la discrecionalidad que permite –e incluso, en algunos casos exige- el ordenamiento para eventos en que la vía excepcional es la que cumple con el valor de justicia material que se busca
.

“(…) 

“De manera que la actuación en equidad se refiere a una particular decisión del juez, que excepciona la aplicación de la regla general en virtud a que sus resultados se denotan ante él como lejanos a la idea de justicia que se quiere desarrollar. Y precisamente, esta es la filosofía que ha inspirado a la jurisprudencia en los casos de aplicación del daño especial, la cual inició su desarrolló con la idea de evitar que la inexistencia de falla en el servicio conllevara a la consolidación de situaciones con un claro desequilibrio en las cargas que debían soportar los administrados.

“Como se anotó, la justicia material se concreta en los casos de daño especial en el objetivo de reequilibrar la asunción de cargas públicas, en virtud  a que el perjuicio sufrido presenta características de  excepcional y anormal. En otras palabras es un perjuicio que, desde la perspectiva del principio de igualdad frente a las cargas públicas, resulta considerablemente superior al que normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón del ejercicio de los poderes de actuación con que cuenta la administración.”

En el presente caso, se configuró un daño antijurídico que los demandantes no tenían la obligación de soportar, pues se les impuso una carga desigual respecto de la que asumen comúnmente los ciudadanos que se encuentran en su situación, por lo tanto, se deben resarcir los perjuicios de allí derivados, con fundamento en el título de imputación de daño especial y en aplicación de los principios de igualdad y solidaridad.

4. Ahora bien, para demostrar la propiedad de la vivienda que sufrió daños con el enfrentamiento armado, la parte actora allegó copia auténtica del folio de matrícula inmobiliaria No. 037-0006085 (Fol. 3 y 3 vto. cuad. 1), sin embargo, con este documento no se demuestra debidamente la condición de propietario del inmueble, ya que no obra la escritura pública correspondiente. 

En casos similares
, la Sala ha señalado, respecto a la condición de propietario de un inmueble, lo siguiente:

“Para la cabal comprensión de la cuestión parece necesario recordar que el Código Civil Colombiano adoptó en materia de la adquisición y transmisión de los derechos reales el sistema del título y el modo cuyo antecedente histórico debe encontrarse en la “traditio” romana, pero cuya elaboración doctrinaria suele atribuirse a los expositores de la edad media, quienes la extendieron a los demás derechos reales, amén de que, apoyándose en los conceptos escolásticos de la causa próxima y la causa remota, concibieron los conceptos de título y modo para identificar dos fenómenos disímiles aunque estrechamente ligados por una relación de causalidad: mediante el título el interesado adquiere la mera posibilidad de que la transferencia del derecho se produzca, es decir que se erige en condición necesaria para que ese traspaso, apenas latente, se haga efectivo; en cambio, como la tradición concretaba o hacía efectiva esa transmisión, se le denominó como el modo.

“De suerte que en el ordenamiento patrio, el título no transfiere por sí mismo el dominio, por supuesto que éste únicamente genera para el acreedor el derecho a obtener la propiedad del bien que constituya el objeto de la prestación y para el deudor el deber de hacer la tradición prometida, tradición que deviene, entonces, como aquella convención que hace efectiva la transferencia debida mediante la entrega que del bien hace el dueño al acreedor, “habiendo por una parte facultad e intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e intención de adquirirlo” (art. 740 ejusdem), definición a la que restaría solamente añadirle que por mandato del artículo 756 ibídem, si de inmuebles se trata, aquella se efectúa por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos”
.

De lo anterior, también se puede concluir que para efectuar la tradición efectiva de un bien inmueble, se requiere la inscripción (modo) de la escritura pública (título) en la respectiva oficina de registro de instrumentos públicos, condición obligatoria sin la cual no se entiende configurada en su totalidad la prueba de la propiedad. 

Al respecto, la Sala tiene por establecido:

“De conformidad con el artículo 756 del Código Civil, la tradición de bienes raíces se efectúa por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos, lo cual significa, que si el título no se registra no se transmite el derecho (art. 756 C.C.).

“En este orden de ideas, el titular del derecho de dominio de un bien inmueble es quien aparece inscrito como tal en la oficina de registro de instrumentos públicos del círculo correspondiente, como lo dispone el Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos (decreto ley 1250 de 1970), que regula las inscripciones en la matrícula inmobiliaria y tiene como objeto -el registro-, servir de medio de transmisión de la propiedad inmueble y de constitución de los derechos reales desmembrados de la misma, como de las limitaciones que se le impongan y de dar publicidad a la titularidad de los derechos reales inmobiliarios y a las limitaciones que los afecten. La propiedad y demás derechos reales en bienes inmuebles, solo existen y se transmiten mediante la inscripción en la matrícula inmobiliaria.
 

“Por tanto, la publicidad que se le da al titular o titulares del derecho de dominio y a la situación jurídica en que se encuentra determinado inmueble mediante el registro, es oponible a terceros”
.

Del acervo probatorio allegado y de lo expuesto, se tiene que el señor Ramiro Alberto Parra Henao, no acreditó la condición de dueño del inmueble afectado, como quiera que en el proceso, si bien obra copia auténtica del folio de matrícula inmobiliaria, la escritura pública mediante la cual fue transferida la propiedad, no se aportó al proceso. En consecuencia, para la Sala no existe la prueba, que permita dar por probada la condición en la que el demandante se ha presentado a esta actuación, respecto del bien que dice es de su propiedad. 

Conforme al artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, al tratarse de un bien inmueble, son necesarias las copias auténticas de la escritura pública y del folio de matrícula inmobiliaria del mismo, tal como lo establece el artículo 756 de Código Civil; documentos públicos que no pueden ser sustituidos por otros, en los términos del artículo 265 del Código de Procedimiento Civil, pues se trata de un requisito ad substantiam actus. Al respecto la doctrina ha expresado:

“El Código civil le da la denominación de solemnidades a ciertas formas externas documentales necesarias para la prueba de algunos actos jurídicos (art. 1760); o de formalidades especiales, como en los artículos 1500 y 1741 de la misma obra.

“Estas formas tienen una consecuencia capital, cual es la de que sin ellas el acto no produce ningún efecto civil. Como ejemplos pueden citarse  todos aquellos contratos que versen sobre inmuebles y la promesa de contrato. En la compraventa de un bien raíz, demos por caso, la escritura pública es, al propio tiempo que solemnidad, única prueba del contrato. Sin ella éste no existe y su prueba no puede suplirse por ningún otro medio, ni aún por la confesión.

“A este respecto el nuevo código judicial en su  artículo 265 dispone que la falta de instrumento público no puede suplirse por otra prueba en los actos o contratos en que la ley requiera de esa solemnidad, y se mirarán como no celebrados aún cuando se prometa reducirlos a instrumento público. Y el 232 corrobora lo dispuesto al ordenar que la prueba de testigos no podrá suplir el escrito que la ley exija como solemnidad para la existencia o validez de un acto o contrato”
.    

Así las cosas, como quiera que el demandante Ramiro Alberto Parra Henao no probó la condición de propietario del inmueble que se vio afectado con el ataque guerrillero, como era su deber al ser norma de conducta en los términos del artículo 177 del C.P.C., y regla de juicio para el juez, pues le indica a las partes como debían actuar so pena de sufrir las consecuencias de no hacerlo; se revocará la sentencia de primera instancia, respecto de los perjuicios derivados de este evento. 

5. De otro lado, en la demanda se solicitó, igualmente, el pago por los perjuicios ocasionados por las lesiones causadas al señor Ramiro Alberto Parra Henao durante el ataque guerrillero.

Al respecto, obra en el proceso la declaración de la señora María Margalid Soto Misas, quien señaló que el señor Parra Henao “sí tuvo un accidente y fue que se cayó de un techo del de mi casa y cayó al piso y se hizo un cuajulo (sic) de sangre en la cabeza y lo tuvieron que operar...” (Fol. 212 a 213 cuad. 1). Y el señor Francisco Javier Aristizábal Gómez, afirmó: “Yo supe de dicho accidente al día siguiente de la toma y que había sido de muy graves consecuencias para este señor, las secuelas que le dejaría no las conozco a fondo…” (Fol. 211 vto. cuad. 1). 

Asimismo, se allegó con la demanda la constancia del Jefe de División de Salud Ocupacional de la Caja Nacional de Previsión Social, en la que se indica lo siguiente: 

“Para los fines pensionales pertinentes le informo…: 

“La División de Salud Ocupacional revisó la documentación enviada por la Seccional de Antioquia correspondiente al referenciado y basado en ello conceptúa que el Señor Parra Henao ha perdido su capacidad laboral en un 96%. 

“Lo anterior causado por secuelas de Hematoma Extradural agudo que dejaron pérdida de la memoria e hipoacusia conductiva bilateral. 

“Efectos pensionales al cumplimiento de los 180 días de incapacidad continua 16 de septiembre de 1994, es decir a partir del 17 de septiembre de 1994.

“(…)

“La división Salud Ocupacional de la Caja Nacional de Previsión Social se permite informarle que una vez recibida la documentación pertinente, de la seccional de Antioquia el 26 de diciembre de 1994, se revisó y basada en su contenido emitió concepto favorable para pensión de invalidez…

“Con el lleno de requisitos se le concederá la pensión de invalidez con retroactividad a la fecha de desvinculación laboral…” (Fol. 14 y 15 cuad. 1).

Igualmente, se allegó una certificación de la Tesorera de Administración Judicial de Antioquia, en la cual se señaló: 

“QUE A PARRA HENAO RODRIGO ANTONIO CON C.C. 577.432 DE ANGOSTURA, EX-SECRETARIO GRADO 9 DEL JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE ANGOSTURA LABORÓ HASTA EL DÍA 22 DE OCTUBRE DE 1994 Y DEVENGÓ UN SUELDO MENSUAL DE $499.125.00.

“Nota: FUE INCAPACITADO DEL 22 DE MARZO AL 22 DE OCTUBRE DE 1994…” (Mayúsculas en original) (Fol. 16 cuad. 1).

De lo transcrito, se tiene que aún cuando en la demanda se indicó que las lesiones del señor Parra Henao fueron consecuencia del pánico que le generó el enfrentamiento armado que lo obligó a resguardarse en un zarzo del cual cayó estrepitosamente causándole graves heridas, esta afirmación no tiene fundamento probatorio alguno, toda vez que, sólo uno de los testigos señala que el señor Parra Henao sufrió una caída que le generó unas lesiones, pero no da cuenta de las razones que lo llevaron a protegerse del fuego cruzado en ese lugar, y de otro lado, la declaración que también se refiere a este aspecto, es de oídas
 pues el testigo se enteró del suceso al día siguiente de los hechos. 

Adicional a lo anterior, las pruebas documentales que al parecer soportan la incapacidad del actor, sólo dan cuenta de la pensión de invalidez que le fue otorgada por enfermedad profesional, y si bien es cierto que en la certificación expedida por la Administración Judicial de Antioquia se indicó que el señor Parra Henao estuvo incapacitado desde el 22 de marzo de 1994, o sea, a partir del día siguiente del ataque guerrillero, esto no es suficiente para deducir que sus lesiones son producto de este evento, pues no se demostró cómo se causaron ni las circunstancias que rodearon esos hechos. 

Así las cosas, se revocará la condena impuesta por el Tribunal de primera instancia, respecto de los perjuicios morales concedidos a los demandantes por este aspecto, así como la indemnización concedida al señor Rodrigo Antonio Parra Henao, por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante. 

6. Igualmente, en el libelo demandatorio, se solicitó indemnización por concepto de daño emergente, correspondiente a los cánones de arrendamiento que tuvieron que cancelar los demandantes, al verse obligados a rentar una vivienda ante la imposibilidad de habitar la propia luego del ataque guerrillero.  

Al respecto, obra el testimonio del señor Javier de Jesús Vásquez Ramírez, quien afirmó: 

“PREGUNTADO: Sabe usted si la familia de doña CELIA HENAO continuó habitando el inmueble que sufrió los daños con motivo del ataque guerrillero? CONTESTO: En estos días pasados me encontré con un hijo de ella que se llama RAMIRO, me parece que es, me comentó que la mamá estaba pagando arriendo en otra casa, porque realmente la casa les había quedado en una forma que era imposible vivir en ella…” (Mayúsculas en original) (Fol. 175 y 176 cuad. 1)

Igualmente, el señor Francisco Javier Aristizábal Gómez, expuso: 

“PREGUNTADO: Sírvase decir si le consta que la familia Parra Henao tuvo que desocupar ssu (sic) vivienda al frente del Comando de Policía y pasó a ocupar otra en calidad de arrendatarios, como una casa de la señora Alicia Samudio (sic) y luego otra del señor Julio Ayala? CONTESTO: Es totalmente correcto la pregunta y la respuesta es exactamente la misma…” (Mayúsculas en original) (Fol. 211 vto. cuad. 1).  

Y la señora Adela Rosa Misas de Soto, indicó: 

“PREGUNTADO: Sírvase decir si después del tiroteo que usted dice haber oído el día 21 de marzo de 1994 de cinco de la tarde en adelante, vio usted la casa de habitación de los señores Parra Henao destruida o con daños materiales? CONTESTO: Sí, estaba destruido el frente PREGUNTADO: Sírvase decirnos si desde esa fecha en adelante la familia Parra Henao desocupó esa casa y se fue a vivir a otra parte? CONTESTO: Sí, se fueron a vivir a otra parte…” (Mayúsculas en original) (Fol. 212 cuad. 1). 

Finalmente, la señora María Margalid Soto Misas, señaló: 

“PREGUNTADO: Sírvase decir si le consta que la familia Parra Henao tuvo que desocupar su vivienda al frente del comando de la policía de Angostura y pasó a ocupar otra en calidad de arrendatarios, como la casa de la señora Alicia Samudio (sic) y luego otra del señor Julio Ayala? CONTESTO: Sí, ellos tuvieron que desocupar y han vivido como arrendatarios, primero en la casa de Alicia y después donde el señor Javier se corrige donde Julio Ayala…” (Fol. 213 cuad. 1). 

Adicionalmente, para fundamentar su solicitud, la parte actora allegó copia auténtica del contrato de arrendamiento firmado por uno de los demandantes, Aurelio de Jesús Parra Henao como arrendador, y como arrendatario el señor Julio Ayala, la duración sería de 6 meses a partir del 21 de octubre de 1994 y el canon correspondía a $35.000 pesos mensuales (Fol. 7 cuad. 1).  

Del documento referido, se advierte que este tiene serias inconsistencias, -por ejemplo la condición en la que acuden las partes-, y además, no es posible establecer si los pagos correspondientes al canon de arrendamiento fueron realizados, de allí que, no se valorará para determinar el supuesto perjuicio. 

No obstante lo anterior, en el expediente se allegaron, igualmente, varios recibos de pago por concepto de canon de arrendamiento correspondiente a los meses de junio, julio, agosto y septiembre de 1994. Estos documentos dan cuenta de que el señor Aurelio de Jesús Parra Henao le canceló a la señora Alicia Zamudio la suma de $23.000. 

De los documentos allegados se tiene que la parte actora demostró que canceló unos cánones de arrendamiento a partir del mes de junio hasta septiembre de 1994, y de los testimonios transcritos se puede establecer que la familia Parra Henao se vio en la obligación de arrendar una vivienda luego de la toma guerrillera, así las cosas, se confirmará la sentencia de primera instancia en este aspecto y la Sala se limitará a actualizar la suma concedida, así: 




108.01 (índice final) (agosto de 2010)

Va = $242.917.oo
------------------------------------------------- =  $398.806
.oo



65.79 (índice inicial) (mayo de 2001)

Así las cosas, el total de la indemnización por perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente actualizado a la fecha, es de $398.806.oo. Esta suma será concedida al señor Aurelio de Jesús Parra Henao, quien canceló los cánones de arrendamiento conforme lo señalan los recibos de pago.
6. Finalmente, en relación con el perjuicio moral que el tribunal indemnizó con motivo del ataque guerrillero, es preciso indicar que la jurisprudencia de la Corporación, se ha pronunciado en relación con el miedo y zozobra que se producen en estos eventos
, máxime que Celia Henao de Parra era la persona que habitaba el inmueble al momento del hecho, lo que es trascendente, en tanto era su sitio de habitación el que estaba siendo destruido, al margen de que sea propietaria o no del mismo.  

Adicional a lo anterior, en otra ocasión la jurisprudencia reparó el dolor sufrido por una persona que estuvo presente en los hechos de la toma del Palacio de Justicia, pues “estuvo sometido al miedo, a la desolación, zozobra y tristeza mientras se produjo su liberación” 
. 

De lo expuesto, se tiene que este tipo de perjuicios ha sido reconocido en varias oportunidades, en atención a que es comprensible y no se puede desconocer que las personas sufren angustia, miedo, zozobra, preocupación, desesperación y otros sentimientos relacionados, cuando su vida, salud y facultades se ven afectadas en situaciones extremas, -como por ejemplo, un enfrentamiento armado en donde se presenta fuego cruzado-. 

Por lo anterior, es lógico que ese impacto sicológico y emocional padecido durante el ataque guerrillero sea indemnizable como acertadamente lo hizo el Tribunal de primera instancia, de allí que, se procederá a concederlo, siempre y cuando se haya demostrado que los demandantes se encontraban en el lugar al momento de los hechos. Al respecto, los testigos señalaron que: “Tengo constancia de que en ese momento se encontraba en la vivienda, doña CELIA mas no de las otras personas que habitaban con ella, como son RODRIGO, AURELIO y las hijas de ésta” (Fol. 179 cuad. 1); “Se encontraba la mamá de nombre doña Celia Henao y Aurelio un hijo de ella y el otro hijo de ella de nombre Rodrigo Parra se encontraba en mi casa” (Fol. 212 vto. cuad. 1); “Yo distingo a Aurelio, pero en esos momentos no sé donde estaba, pero la mamá de él si se encontraba en la casa” (Fol. 213 cuad. 1); “Del señor Rodrigo oí decir que se encontraba en una vivienda ubicada en la calle de debajo de la zona urbana de este municipio y de las otras dos mencionadas, realmente no tengo conocimiento de donde se encontraban en el momento de la toma” (Fol. 211 y 211 vto. cuad. 1). 

De lo transcrito, se advierte que las declaraciones son unánimes al referirse que la señora Celia Henao de Parra se encontraba en una de las viviendas que fueron afectadas por el enfrentamiento armado, sin embargo, en relación con los otros demandantes, no se puede determinar si estaban presentes al momento de los hechos, por lo tanto, sólo se concederán perjuicios morales a la señora Henao de Parra y se revocará lo concedido por este aspecto a los demás.  

Ahora bien, conforme a lo expresado en sentencia del 6 de septiembre de 2001, esta Sala ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral; ha considerado que la valoración de dicho perjuicio debe ser hecha por el juzgador en cada caso según su prudente juicio, y ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado
.

Como corolario de lo anterior, se concederá, por concepto de perjuicios morales, a la señora Celia Henao de Parra, la suma de 50 smlmv. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: Modifícase la sentencia de 31 de mayo de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, Sala de Descongestión, Sala Quinta de Decisión, la cual quedará así: 

1. Declárase a la Nación -Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, patrimonialmente responsable por los perjuicios causados a la señora Celia Henao de Parra.

2. Condénase a la Nación -Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, por concepto de perjuicios morales, a la señora Celia Henao de Parra la suma de 50 smlmv. 

3. Condénase a la Nación -Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente, al señor Aurelio de Jesús Parra Henao, la suma de trescientos noventa y ocho mil ochocientos seis pesos ($398.806,oo)

Segundo. Niéganse las demás pretensiones de la demanda.

Tercero. Dése cumplimiento a los dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.

Cuarto. Expídanse las copias de que trata el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, y se entregarán a quien ha venido actuando como apoderado.

Quinto. En firme esta providencia vuelva el expediente al Tribunal de origen.

Cópiese, Notifíquese y Cúmplase 

Enrique Gil Botero


Jaime Orlando Santofimio Gamboa





 Olga Valle de De la Hoz






Presidenta

� Inciso primero: “La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante, y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquella. Sin embargo, cuando ambas partes hayan apelado o la que no apeló hubiere adherido al recurso, el superior resolverá sin limitaciones”


� GARCÍA DE ENTERRÍA Eduardo y FERNÁNDEZ Tomás-Ramón, curso de derecho Administrativo, t. II, ed. Civitas, Madrid, 1999, p. 369.


� Lo expuesto es soportado por los aportes que numerosos autores han realizado al tema de la responsabilidad, de los que constituye un buen ejemplo el tratadista Vázquez Ferreyra, quien escribió: 


“Insistimos en señalar que los factores objetivos de atribución constituyen un catálogo abierto sujeto a la expansión. Por ello la mención sólo puede ser enunciativa. Al principio sólo se mencionaba el riesgo creado; un análisis posterior desprendido del perjuicio subjetivista permitió vislumbrar a la equidad y la garantía. Hoy conocemos también otros factores, como la igualdad ante las cargas públicas, que es de creación netamente jurisprudencial.” –subrayado fuera de texto-


VÁZQUEZ FERREYRA Roberto A., Responsabilidad por daños (elementos), Ed. Depalma, Buenos Aires, 1993, p. 197.


� En la ya mencionada sentencia del Consejo de Estado, de julio 27 de 1947. C.P. Gustavo A Valbuena.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 5502, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, 1º de agosto de 1991.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 6097, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta, 20 de marzo de 1992.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 6110, C.P. Policarpo Castillo Dávila, sentencia de 24 de abril de 1991.


� En donde resulta especialmente enunciativo un párrafo de dicha providencia, que se trascribe “No puede perderse de vista que de no hacerse responsable a la Nación colombiana, como se enuncia en el párrafo anterior, bien, aplicando el principio de responsabilidad por daño especial, ora siguiendo las enseñanzas de quienes abogan por la responsabilidad originada en el desequilibrio o rompimiento de las cargas públicas (o desigualdad de los ciudadanos ante la ley), o, por último, como lo entiende esta Sala, según la teoría de la “lesión” al patrimonio de administrado, se desconocería la noción de equidad.”


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 7716, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta, 17 de junio de 1993.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 4655, C.P. Dr. Antonio José Irisarri Restrepo, en Extractos de Jurisprudencia del consejo de Estado, primer trimestre de 1989, Tomo III, Publicaciones Caja Agraria, Bogotá, p. 249 y 250.


� Exigencia que se deriva de la idea de “sistema” del ordenamiento jurídico, es decir, de cuerpo único y armónico de normas jurídicas, que se relacionan con base en reglas de jerarquía, competencia y vigencia. Es esta la base del principio de hermeneútica conforme a la Constitución, que exige la interpretación y aplicación de las normas infraconstitucionales con armonía y estricta observancia de los preceptos constitucionales. En este sentido Corte Constitucional se ha referido al principio de interpretación de la ley conforme a la Constitución, entre otras en la sentencia C-070 de 1996 y C-038 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia C–1547 de 2000, M.P. (e): Cristina Pardo Schlesinger, demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 38 numeral 1 del Código de Procedimiento Civil.


� “Porque la equidad no es fuente del Derecho, sino medio de determinación del Derecho justo”, como sabiamente lo ha enseñado ENTRENA KLETT Carlos María, La equidad y el arte de juzgar, Ed. Aranzadi, 2ª Ed., Navarra, 1990, p. 23.


� Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, el 3 de mayo de 2007, expediente 16.696. C.P. Enrique Gil Botero.


� Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 1° de diciembre de 2008, expediente 17.853


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 23 de mayo 23 de 2002, Exp. 6277.


� VALENCIA ZEA, Arturo y ORTIZ MONSALVE, Alvaro. Derecho Civil, Derechos Reales. Bogotá. Tomo II. 1996. p. 507. 


� Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 24 de agosto de 2000, expediente No. 10.821.


� BETANCUR JARAMILLO, Carlos, De la prueba – Aspectos Generales, Medellín, Universidad de Antioquia, 1973, Pág. 241.


� En relación con el testimonio de oídas, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sentencia del 7 de marzo de 2007, expediente 16.893, consideró:


“Resulta evidente que los anteriores declarantes no presenciaron de manera directa la comisión de los hechos, son testigos de oídas que probatoriamente merecen un ponderado análisis y una valoración crítica testimonial rigurosa, y por lo tanto, no se les puede considerar significativos o determinantes en el sub lite dada su naturaleza difusa, para de allí deducir algún tipo de responsabilidad a la entidad demandada. Valga enfatizarlo, al menos no es posible, sólo bajo esa perspectiva probatoria.”


� “Si bien es cierto ha sido reiterada la jurisprudencia de la Corporación en el sentido de que, en principio no cabe hablar del ‘pretium doloris’ por la pérdida de bienes materiales, sino sólo por la de los seres queridos, en el caso concreto éstos no se reclaman por la destrucción de la casa de habitación, sino por la angustia que tuvieron que sufrir durante el operativo antisecuestro, en el que estuvieron en grave peligro de perder sus vidas. Esa angustia o conmoción fuerte produjo un impacto psicológico difícil de olvidar, gratuito para los demandantes, exagerado, fuera de lo común y excepcional frente a los riesgos que se deben soportar por vivir en comunidad.


“De allí que con estos perjuicios morales se busca no mitigar el dolor por la destrucción de su casa de habitación, sino por el efecto emocional que produjo en sus vidas la acción represiva de la autoridad pública.


“En este campo no puede establecerse una tabla matemática para su evaluación y ni siquiera puede acudirse a una peritación como auxilio. Con todo, dentro del arbitrio judicial, esa ‘guerra’ particular que les tocó sufrir a los demandantes (en beneficio de todos, se recalca) merece su retribución…Se observa que no es necesario que ese impacto emocional sea permanente, porque con esa nota no podría pensarse en la compensación de tales perjuicios morales.


“Con el anterior enfoque, la Sala se separa de la apreciación del Tribunal porque a pesar de que éste reconoce que el hecho pudo producir alteración de tipo emocional estima que éstos fueron comunes a todos los asociados. Y es aquí precisamente donde radica la discrepancia, porque es evidente que esta carga o angustia no fue la general o corriente a que están sometidas las personas por el hecho de vivir en sociedad, sino que fue algo excepcional y con notas de especial rigorConsejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 28 de julio de 1987, expediente 4983. C.P. Carlos Betancur Jaramillo. 


� “La Sala encuentra ajustada a la realidad procesal y probatoria la indemnización que por concepto de perjuicios morales y materiales reconoció el a-quo al Dr. Samuel Buitrago Hurtado por el equivalente en pesos de doscientos (200) gramos de oro fino, por cuanto se aprecia en el informativo que con motivo de los hechos del Palacio de Justicia, el actor sufrió aflicción moral en la medida que estuvo sometido al miedo, a la desolación, zozobra y tristeza mientras se produjo su liberación”. .Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de abril de 1997, expediente 12.007. C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros. 


Asimismo, se pueden ver, entre otros, los siguientes pronunciamientos: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 7 de julio de 2011, expediente 20.098 C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz y sentencia del 25 de mayo de 2011, expediente 19.070 C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646.





